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OFICIO 220-187264 DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2021 

  

 
DOCTRINA:  
LAS REBAJAS POR PARTE DE 
LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DIRECCIÓN DE 
IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES – DIAN Y DEMÁS 
ENTIDADES DEL ESTADO, A 
SOCIEDADES EN EJECUCIÓN DEL 
ACUERDO DE REORGANIZACIÓN, 
NO REQUIEREN DE REFORMA 
DEL ACUERDO PARA SU 
RECONOCIMIENTO 

PLANTEAMIENTO: 

“(…) El Decreto 939 de 2021 establece el procedimiento para solicitar a 
la DIAN y demás Entidades del Estado, descuentos sobre sanciones o 
multas de impuestos, tasas o contribuciones que correspondan a deu-
das insolutas de empresas afectadas por las causas que motivaron la 
declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 
de que trata el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, y que sean admi-
tidas en procesos de insolvencia con fundamento en el Decreto Legis-
lativo 560 de 2020, y hasta el término que establece el inciso 2 del ar-
tículo 1 del mismo, es decir, desde el 15 de abril de 2020 hasta el 15 de 
abril de 2022. 

En particular el artículo 2.2.2.9.7.2 establece el procedimiento para las 
solicitudes de empresas que se encuentren inmersas dentro de proce-
sos recuperatorios DENTRO de la vigencia del Decreto Legislativo 560 
de 2020 y el artículo 2.2.2.9.7.3 establece el procedimiento para las soli-
citudes de empresas que se encuentran inmersas dentro de procesos 
recuperatorios con ANTERIORIDAD a la entrada en vigencia del Decre-
to Legislativo 560 de 2020. 
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Nuestra empresa fue aceptada en el proceso de reorganización empre-
sarial dentro del término de la vigencia del Decreto Legislativo 560 de 
2020, según lo dispuesto por la Ley 1116 de 2006 en armonía con el De-
creto 772 de 2020, por consiguiente, deseamos conocer cuál es la po-
sición de la Superintendencia de Sociedades frente a la aplicación del 
Decreto 939 de 2021 a nuestra empresa, específicamente, para saber si 
ustedes consideran necesario la reforma del acuerdo de reorganización 
que ya está en firme y su correspondiente sometimiento a nueva vota-
ción de todos los acreedores o si por el contrario se nos debe aplicar el 
procedimiento de acuerdo con el articulo (sic) 2.2.2.9.7.2 del Decreto 939 
de 2021, donde en ningún momento se está alterando la forma, ni orden 
de pago de los acreedores, es innecesario e improcedente la reforma 
del actual acuerdo de reorganización que ya fue confirmado mediante 
audiencia con los acreedores”. 
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POSICIÓN DOCTRINAL:

A. La Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales - DIAN y las entidades del 
Estado podrán hacer rebajas de sancio-
nes, intereses y capital de los deudores 
afectados por las causas que motivaron 
el Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica de que trata el Decre-
to 417 del 17 de marzo de 2020. 

El parágrafo 3 del artículo 5 del Decreto 
Legislativo 560 de 2020, establece que la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales - DIAN y las entidades del Estado 
puedan hacer rebajas de sanciones, inte-
reses y capital de los deudores afectados 
por las causas que motivaron el Estado 
de Emergencia Económica, Social y Eco-
lógica de que trata el Decreto 417 del 17 
de marzo de 2020, conforme al siguiente 
mandato: 

“ARTÍCULO 5. ESTÍMULOS A LA FINAN-
CIACIÓN DEL DEUDOR DURANTE LA NE-
GOCIACIÓN DE UN ACUERDO DE REOR-
GANIZACIÓN. Entre el inicio del proceso 
de reorganización y la confirmación del 
acuerdo de reorganización de los deudo-
res afectados por las causas que motiva-
ron el Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica de que trata el Decre-
to 417 del 17 de marzo de 2020, el concur-
sado podrá obtener crédito para el desa-
rrollo del giro ordinario de sus negocios 
durante la negociación. Estas obligacio-
nes tendrán la preferencia prevista en el 
artículo 71 de la Ley 1116 de 2006. En este 
evento, no se requerirá la autorización del 
Juez del Concurso. 

(…) 

PARÁGRAFO 3. A efectos de preservar la 
empresa y el empleo, la Dirección de Im-
puestos y Aduanas Nacionales - DIAN y las 
entidades del Estado podrán hacer reba-
jas de sanciones, intereses y capital. Las 
acreencias de primera clase a favor de es-
tas entidades públicas quedarán subordi-
nadas en el pago dentro de dicha clase, 

respecto de las acreencias que mejoren 
su prelación, como consecuencia de la fi-
nanciación a la empresa en reorganiza-
ción, por parte de los titulares de acreen-
cias afectas al concurso.”  

B. Los deudores que se encuentren en 
trámite o en ejecución de cualquier 
acuerdo de reorganización, podrán ser 
sujetos de los mecanismos extraordina-
rios de salvamento y recuperación. 

Conforme al artículo 1 del Decreto 842 de 
2020, los deudores que se encuentren en 
trámite o en ejecución de cualquier acuer-
do de reorganización, podrán ser sujetos 
de los mecanismos extraordinarios de sal-
vamento y recuperación, en los siguientes 
términos: 

“ARTÍCULO 1. Sujetos de la aplicación de 
los mecanismos extraordinarios de salva-
mento y recuperación. Todos los deudores 
afectados por las causas que motivaron 
la declaratoria del Estado de Emergen-
cia Económica, Social y Ecológica podrán 
ser sujetos de los mecanismos extraordi-
narios de salvamento y recuperación, ob-
servando las reglas de competencia apli-
cable para cada uno. 

Para los deudores que soliciten la admi-
sión a un nuevo proceso, procedimiento o 
trámite, se deberá aportar con la solicitud 
de admisión, una declaración de afecta-
ción en la memoria de la crisis de que tra-
ta el artículo 13 de la Ley 1116 de 2006, en la 
que se afirme y sustente dicha afectación. 

Para los deudores que se encuentren en 
trámite o en ejecución de cualquier acuer-
do de reorganización, la afectación debe-
rá ser afirmada y sustentada en el evento 
en el que se vaya a implementar alguno 
de los mecanismos o herramientas esta-
blecidos como consecuencia de la crisis 
del COVID-19”.  

C. Reglamentación respecto de la compe-
tencia y alcance de las rebajas de capital, 
intereses, sanciones o multas por parte de 
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la Dirección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales - DIAN - y las entidades del Esta-
do. 

El artículo 1 del Decreto 939 de 2021, auto-
riza a las empresas a acogerse a los bene-
ficios, siempre y cuando la insolvencia se 
encuentre asociada a las causas que moti-
varon la declaratoria del Estado de Emer-
gencia Económica, Social y Ecológica de 
que trata el Decreto 417 del 17 de marzo 
de 2020, así: 

“ARTÍCULO 1. Adición de la Sección 7 al Ca-
pítulo 9 del Título 2 de la Parte 2 del Li-
bro 2 del Decreto 1074 de 2015. Adiciónese 
al Capítulo 9 del Título 2 de la Parte 2 del 
Libro 2 del Decreto 1074 de 2015, Decreto 
Único Reglamentario del Sector Comer-
cio, Industria y Turismo, la siguiente sec-
ción: 

ARTÍCULO 2.2.2.9.7.1. Competencia y alcan-
ce de la rebaja de capital, intereses, san-
ciones o multas. De conformidad con el 
parágrafo 3 del artículo 5 del Decreto Le-
gislativo 560 de 2020, la Unidad Adminis-
trativa Especial Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales - DIAN y demás enti-
dades del Estado podrán hacer rebajas de 
capital, intereses, sanciones o multas so-
bre obligaciones tributarias, así como re-
bajas sobre sanciones o multas diferentes 
de impuestos, tasas o contribuciones que 
administre cada entidad, que correspon-
dan a deudas insolutas de empresas afec-
tadas por las causas que motivaron la de-
claratoria del Estado de Emergencia Eco-
nómica, Social y Ecológica de que trata el 
Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, que 
sean admitidas en procesos de insolven-
cia con fundamento en el Decreto Legis-
lativo 560 de 2020, y hasta el término que 
establece el inciso 2 del artículo 1 del mis-
mo, es decir, desde el 15 de abril de 2020 
hasta el 15 de abril de 2022. 

Las empresas que se acojan a los meca-
nismos establecidos en la Ley 550 de 1999, 
1116 de 2006 o del Decreto Legislativo 772 
de 2020, dentro del término de vigen-

cia mencionado en el inciso anterior, po-
drán beneficiarse de la medida, siempre 
y cuando la insolvencia se encuentre aso-
ciada a las causas que motivaron la de-
claratoria del Estado de Emergencia Eco-
nómica, Social y Ecológica de que trata el 
Decreto 417 del 17 de marzo de 2020. 

Se considerará que una empresa es afec-
tada por las causas que motivaron la de-
claratoria del Estado de Emergencia Eco-
nómica, Social y Ecológica de que trata 
el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 
cuando haga la manifestación de que tra-
ta el artículo 1 del Decreto Reglamentario 
842 de 2020. 

Las rebajas de capital no serán aplicables 
sobre retenciones en la fuente, ni sobre 
valores que se recauden por concepto del 
impuesto sobre las ventas – IVA y del im-
puesto nacional al consumo, entre otros 
impuestos, en donde el deudor en insol-
vencia actúa únicamente como sujeto pa-
sivo jurídico “de jure”, es decir su función 
es ser un recaudador del impuesto que 
paga el sujeto pasivo económico. Las obli-
gaciones por retenciones se mantendrán 
sujetas a lo previsto en el artículo 32 de la 
Ley 1429 de 2010, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad penal o de cualquiera otra 
índole a que hubiere lugar. 

La medida indicada en esta disposición 
aplicará por parte de la Unidad Adminis-
trativa Especial Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales - DIAN y las demás 
entidades del Estado a las obligaciones 
reconocidas en el trámite de insolvencia, 
según corresponda. 

Las entidades territoriales podrán hacer 
rebajas de capital, intereses, sanciones o 
multas cuya administración tengan a su 
cargo, en cumplimiento de lo dispuesto 
en el parágrafo 3 del artículo 5 del Decre-
to Legislativo 560 de 2020, para lo cual de-
berán adoptar las normas respectivas de 
conformidad con sus prerrogativas cons-
titucionales y surtir los trámites que co-
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rrespondan ante las asambleas departa-
mentales o concejos municipales. 

PARÁGRAFO. Las rebajas a que se refiere 
el presente artículo no podrán aplicarse a 
deudas derivadas de decisión de conde-
na en procesos de responsabilidad fiscal 
adelantados por la Contraloría General de 
la República o por las contralorías territo-
riales”.  

El artículo 2.2.2.9.7.2 del Decreto 1074 de 
2015, el cual fue adicionado por el artícu-
lo 1 del Decreto 939 de 2021, dispone lo si-
guiente: 

“ARTÍCULO 2.2.2.9.7.2. Beneficios sobre 
créditos a favor de entidades públicas 
para facilitar la recuperación de nego-
cios del deudor en insolvencia a partir de 
la vigencia del Decreto Legislativo 560 de 
2020. Los deudores que se encuentren 
inmersos dentro de procesos recupera-
torios de que trata el Decreto Legislativo 
560 de 2020, podrán solicitar ante la Uni-
dad Administrativa Especial Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN 
y demás entidades del Estado, la apli-
cación del parágrafo 3 del artículo 5 del 
Decreto Legislativo 560 de 2020, a efec-
tos de recuperar y conservar la empresa 
como unidad de explotación económica y 
fuente generadora de empleo, atendien-
do los criterios establecidos en el artículo 
2.2.2.9.7.4 del presente Decreto. 

En firme la calificación y graduación de 
créditos, y dentro del término previs-
to para la negociación del acuerdo o en 
trámite o ejecución del acuerdo de reor-
ganización o de restructuración, el con-
tribuyente o deudor, podrá presentar la 
solicitud de rebaja de capital, intereses, 
sanciones o multas ante la Unidad Admi-
nistrativa Especial - Dirección de Impues-
tos y Aduanas Nacionales – DIAN o la enti-
dad del Estado correspondiente, siempre 
y cuando su acreencia se encuentre reco-
nocida en el trámite concursal, discrimi-
nando el concepto, año, periodo, junto a 
los valores de capital e interés. Adicional-

mente, la solicitud deberá estar acompa-
ñada de la graduación y calificación de 
acreencias, junto con la memoria explica-
tiva de las causas de insolvencia y el pro-
yecto de acuerdo para atender el pago de 
las obligaciones. 

En el caso de procesos de reorganización 
abreviados de los que trata el artículo 11 
del Decreto Legislativo 772 de 2020, el 
contribuyente o deudor podrá presentar 
la solicitud de rebaja de capital, intereses, 
sanciones o multas, ante la entidad públi-
ca desde la admisión del proceso de reor-
ganización abreviado”.  

D. Conclusiones 

•	 La Unidad Administrativa Especial Di-
rección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales - DIAN y demás entidades del 
Estado podrán hacer rebajas de capi-
tal, intereses, sanciones o multas so-
bre obligaciones tributarias, así como 
rebajas sobre sanciones o multas dife-
rentes de impuestos, tasas o contribu-
ciones que administre cada entidad, 
que correspondan a deudas insolutas 
de empresas afectadas por las causas 
que motivaron la declaratoria del Es-
tado de Emergencia Económica, So-
cial y Ecológica de que trata el Decre-
to 417 del 17 de marzo de 2020, que 
sean admitidas en procesos de insol-
vencia con fundamento en el Decreto 
Legislativo 560 de 2020, y hasta el tér-
mino que establece el inciso 2 del artí-
culo 1 del mismo, es decir, desde el 15  
de abril de 2020 hasta el 15 de abril de 
2022. 

•	 Las empresas que cumplan con los 
señalados requisitos y se hallen ejecu-
tando un acuerdo de reorganización, 
podrán presentar la solicitud de reba-
ja en los términos indicados a la Uni-
dad Administrativa Especial Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales 
- DIAN y demás entidades del Esta-
do, sin que sea necesaria la reforma 
del acuerdo de reorganización para 
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OFICIO 220-191346 DEL 6 DE DICIEMBRE DE 2021 

 
DOCTRINA:  
VIGENCIA DEL DECRETO 
LEGISLATIVO 560 DE 2020 

PLANTEAMIENTO:

“Cordialmente nos dirigimos a ustedes 
con el fin de solicitar aclaración sobre la 
interpretación del concepto aplicado en 
el Decreto Legislativo 560 de Insolvencia.  

Pues en este se nos menciona dos puntos 
referentes a la misma característica y 
es el tiempo hasta al cual aplican los 
descuentos tributarios otorgados en 
este decreto, por un lado, nos menciona 
que la vigencia es de dos años iniciada la 
vigencia del decreto lo cual aplicaría hasta 
el 15 de abril de 2022. 

 (…) 

Y, por otro lado, en los artículos (sic) 12 y 13 
hacen referencia a que estas disposiciones 
tributarias tienen aplicación hasta el 31 de 
diciembre de 2020”.     

POSICIÓN DOCTRINAL:

Conforme a lo establecido en el artículo 1 
del Decreto Legislativo 560 del 15 de abril 
de 2020, las herramientas previstas en el 
decreto estarán disponibles desde su en-
trada en vigencia, y hasta dos (2) años 
contados a partir de la entrada en vigen-
cia del mismo: 

conocimiento de tal rebaja, en el evento 
de que ésta sea aprobada. 

Sin embargo, deberán informar y allegar 
al Juez del concurso todos los soportes 
que dan cuenta de la autorización de los 
descuentos efectuados por las entidades 
correspondientes a la sociedad concur-
sada, a efectos del control de pagos, y de 
la eventual pérdida de los beneficios, de 
conformidad con lo previsto en el artícu-
lo 2.2.2.9.7.7. del Decreto 1074 de 2015, adi-
cionado por el artículo 1 del Decreto 939 
de 2021. 

https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-187264_DE_2021.pdf
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“ARTÍCULO 1. FINALIDAD Y ÁMBITO 
DE APLICACIÓN DE MECANISMOS EX-
TRAORDINARIOS DE SALVAMENTO Y RE-
CUPERACIÓN. El régimen de insolvencia 
regulado en el presente Decreto Legislati-
vo tiene por objeto mitigar la extensión de 
los efectos sobre las empresas afectadas 
por las causas que motivaron la declara-
toria del Estado de Emergencia Económi-
ca, Social y Ecológica de que trata el De-
creto 417 del 17 de marzo de 2020, y la re-
cuperación y conservación de la empresa 
como unidad de explotación económica y 
fuente generadora de empleo, a través de 
los mecanismos de salvamento y recupe-
ración aquí previstos. 

Las herramientas aquí previstas serán 
aplicables a las empresas que se han afec-
tado como consecuencia de la emergen-
cia antes mencionada, y estarán disponi-
bles desde la entrada en vigencia del pre-
sente Decreto Legislativo, hasta dos (2) 
años contados a partir de la entrada en vi-
gencia del mismo”.  

Sin embargo, la Ley 2159 de 2021 (POR LA 
CUAL SE DECRETA EL PRESUPUESTO DE 
RENTAS Y RECURSOS DE CAPITAL Y LEY 
DE APROPIACIONES PARA LA VIGENCIA 
FISCAL DEL 1 DE ENERO AL 31 DE DICIEM-
BRE DE 2022), en su artículo 136 dispone 
lo siguiente: 

“ARTICULO 136. Los Decretos Legislativos 
560 y 772 de 2020 y sus decretos regla-
mentarios, quedarán prorrogados hasta 31 
de diciembre de 2022, con excepción del 
parágrafo 3 del artículo 5, el Título III del 
Decreto Legislativo 560 de 2020 y el Títu-
lo III del Decreto Legislativo 772 de 2020”. 

Por su parte, los artículos 12 y 13 del Decre-
to Legislativo 560 del 15 de abril de 2020, 
establecen lo siguiente: 

“ARTÍCULO 12. RETENCIÓN EN LA FUENTE 
DE EMPRESAS ADMITIDAS A PROCESOS 
DE REORGANIZACIÓN O CON ACUER-
DOS DE REORGANIZACIÓN EN EJECU-
CIÓN. Las empresas admitidas a un pro-

ceso de reorganización empresarial o que 
hayan celebrado un acuerdo de reorga-
nización y se encuentren ejecutándolo, 
conforme a lo indicado en la Ley 1116 de 
2006, a partir de la expedición del presen-
te Decreto Legislativo, y hasta el 31 de di-
ciembre de 2020, no estarán sometidas a 
retención o autorretención en la fuente a 
título del impuesto sobre la renta. 

Lo anterior, sin perjuicio del impuesto que 
resulte a cargo de la empresa en las res-
pectivas liquidaciones privadas u oficia-
les. 

PARÁGRAFO. Igualmente, las empre-
sas admitidas a un acuerdo de reorgani-
zación empresarial o que hayan celebra-
do un acuerdo de reorganización y se en-
cuentren ejecutándolo, en los términos 
de la Ley 1116 de 2006, estarán exoneradas 
de liquidar y pagar el anticipo de renta de 
que trata el artículo 807 del Estatuto Tri-
butario por el año gravable 2020”. 

“ARTÍCULO 13. RETENCIÓN EN LA FUEN-
TE A TÍTULO DE IMPUESTO SOBRE LAS 
VENTAS - IVA DE EMPRESAS ADMITIDAS 
A PROCESOS DE REORGANIZACIÓN O 
CON ACUERDOS DE REORGANIZACIÓN 
EN EJECUCIÓN. Las empresas admitidas 
a un proceso de reorganización empresa-
rial o que hayan celebrado un acuerdo de 
reorganización y se encuentren ejecután-
dolo, conforme a lo indicado en la Ley 1116 
de 2006, a partir de la expedición del pre-
sente Decreto Legislativo, y hasta el 31 de 
diciembre de 2020, estarán sometidas a 
retención en la fuente a título del impues-
to sobre las ventas IVA del cincuenta por 
ciento (50%). Dicha retención será practi-
cada por todos los agentes retenedores 
que adquieran los bienes o servicios de 
estas empresas. 

Lo anterior, sin perjuicio del impuesto que 
resulte a cargo de la empresa en las res-
pectivas liquidaciones privadas u oficia-
les”.  
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OFICIO 220-191807 DEL 9 DE DICIEMBRE DE 2021  

 
DOCTRINA:  
APLICACIÓN DEL RÉGIMEN 
SANCIONATORIO CAMBIARIO 
EN MATERIA DE INVERSIONES 
FINANCIERAS 

PLANTEAMIENTO:  

“(…) Frente al acápite de competencias:  

1. ¿La Entidad legalmente competente 
para fiscalizar las inversiones financieras 
y en activos en el exterior realizadas por 
personas jurídicas residentes en el país, es 
la Dirección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales, o la Superintendencia de Socie-
dades y con base en qué fundamento ju-
rídico? 

2. ¿La Entidad legalmente competente 
para fiscalizar las inversiones financieras 
y en activos en el exterior realizadas por 
personas naturales residentes en el país, 
es la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, o la Superintendencia de So-

De la preceptivas en comento se puede 
determinar que actualmente el Decre-
to Legislativo 560 de 2020 estará vigen-
te hasta el 31 de diciembre de 2022. Sin 
embargo, el mismo decreto estableció un 
término de vigencia especial para sus ar-
tículos 12 y 13, que va desde la expedición 
del señalado Decreto Legislativo y has-
ta el 31 de diciembre de 2020, asunto que 
no fue modificado por el artículo 136 de la 
Ley 2159 de 2021. 

Por último, se debe resaltar que el artícu-
lo 136 de la Ley 2159 de 2021, tampoco pro-
rrogó la vigencia del parágrafo 3 del ar-
tículo 5 ni del artículo 14 del Decreto Le-
gislativo 560 de 2020, también relativos a 
beneficios tributarios.  

ciedades y con base en qué fundamento 
jurídico? (…) 

Frente al acápite de régimen sancionato-
rio: (…) 

3. ¿Sin perjuicio de que la normatividad 
cambiaria indica que la sanción puede ser 
hasta del 200%, el límite de 4% desarrolla-
do doctrinariamente por esta entidad si-
gue vigente o sufrió alguna modificación, 
y con base en qué fundamento jurídico?”   

POSICIÓN DOCTRINAL:

1. Respecto de las dos primeras inquietu-
des planteadas, es preciso indicar lo si-
guiente: 

https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-089476_DE_2021.pdf
https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-191346_DE_2021.pdf
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 1.1. El numeral 12 del artículo 7 del Decreto 
1736 de 2020, establece: 

“ARTÍCULO 7.- Funciones Generales de la 
Superintendencia de Sociedades. 

(…) 

12. Ejercer las funciones relacionadas con 
el cumplimiento del régimen cambiario 
en materia de inversión extranjera en Co-
lombia, inversión colombiana en el exte-
rior por parte de personas naturales y ju-
rídicas, así como sobre las operaciones de 
endeudamiento externo efectuadas por 
empresas o sociedades públicas o priva-
das”. 

1.2. Por su parte, el numeral 6 del artículo 3 
del Decreto 1742 de 2020, dispone: 

“ARTÍCULO 3. Funciones Generales. Co-
rresponde a la DIAN ejercer las siguientes 
funciones: 

(…) 

6. Controlar y vigilar las operaciones deri-
vadas del régimen cambiario que no sean 
competencia de otra entidad”. 

1.3. Igualmente, se debe precisar que la 
inspección, vigilancia y control de las so-
ciedades comerciales que el Presiden-
te de la Republica ejerce por conducto 
de esta Superintendencia, en los térmi-
nos del artículo 82 de la Ley 222 de 1995, 
se ejerce frente al cumplimiento del ré-
gimen cambiario en materia de inversión 
extranjera, inversión colombiana en el ex-
terior y endeudamiento externo.  

Al respecto, este Despacho indicó, me-
diante concepto 220-203779 de 2 de no-
viembre de 2016, lo siguiente: 

“De lo expuesto se desprende que las in-
versiones financieras y de activos en el ex-
terior, no son objeto de las funciones de 
vigilancia que le competen a esta Super-
intendencia, lo que no excluye que con 

motivo del análisis de alguna operación 
en particular que deba evaluar por con-
ducto del Grupo de Régimen Cambia-
rio, en ejercicio de las funciones asigna-
das por el Decreto 1746, relacionado con 
la aplicación del proceso administrativo 
sancionatorio cambiario, se determine la 
existencia de una operación de inversión 
extranjera en Colombia o Colombiana en 
el exterior, caso en el cual ha de adoptar 
la decisión a que haya lugar. 

En materia de competencia, la Ley 489 
del 29 de diciembre de 1998, por la que 
se dictan normas sobre la organización y 
funcionamiento de las entidades del or-
den nacional, se expiden las disposicio-
nes, principios y reglas generales para el 
ejercicio de las atribuciones previstas en 
los numerales 15 y 16 del artículo 189 de 
la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones, establece en su artículo 5º 
lo siguiente: 

“Competencia Administrativa. Los orga-
nismos y entidades administrativas de-
berán ejercer con exclusividad las potes-
tades y atribuciones inherentes, de ma-
nera directa e inmediata, respecto de los 
asuntos que les hayan sido asignados ex-
presamente por la ley, la ordenanza, el 
acuerdo o el reglamento ejecutivo”. 

A la regla anterior se suma que el artículo 
3° del Decreto 4048 del 22 de octubre de 
2008, dispone: “Funciones Generales. Co-
rresponde a la DIAN ejercer las siguien-
tes funciones: “...5. Controlar y vigilar las 
operaciones derivadas del régimen cam-
biario que no sean competencia de otra 
entidad;…” premisa de la que se infiere 
que la Dirección de Impuestos y Adua-
nas Nacionales (DIAN), es la llamada a 
ejercer las funciones residuales frente a 
la vigilancia y control de aquellas ope-
raciones no atribuidas a la competencia 
de otra autoridad , lo que a juicio de esta 
oficina permite reiterar que no es esta 
la Entidad competente para conocer de 
operaciones financieras o de activos en 
el exterior”. 
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Siendo así que, acorde con lo indicado por 
este Despacho, la Superintendencia de 
Sociedades no es competente para cono-
cer de conductas asociadas a inversiones 
financieras y de activos en el exterior, rea-
lizadas por personas naturales o por per-
sonas jurídicas. 

2. Frente a la inquietud correspondiente a 
la sanción que se impone por infracción al 
régimen cambiario por parte de esta en-
tidad: 

2.1. Los artículos 3º y 22 del Decreto 1746 
de 1991, establecen: 

“ARTÍCULO 3º. Las personas naturales o 
jurídicas que no sean intermediarios del 
mercado cambiario, que infrinjan el ré-
gimen cambiario, serán sancionadas con 
la imposición de multas a favor del Teso-
ro Nacional hasta el 200% del monto de la 
infracción cambiaria comprobada. 

La multa se graduará atendiendo las cir-
cunstancias objetivas que rodearon la co-
misión de la infracción. 

En caso de que una persona natural o ju-
rídica infrinja reiteradamente el régimen 
cambiario, en forma tal que se infiera ra-
zonadamente que las operaciones de 
cambio han sido utilizadas ficticiamente 
para amparar ingresos o egresos de divi-
sas que no correspondan a operaciones 
autorizadas, se podrá imponer como san-
ción accesoria a la multa la prohibición 
para celebrar operaciones de cambio du-
rante un término que o podrá ser inferior 
a un (1) año ni superior a cinco (5)”. 

“Artículo 22. En caso de que el infractor 
se haya allanado totalmente a los cargos, 
la multa correspondiente no excederá de 
un 70% del monto de la respectiva infrac-
ción, excepto en aquellos casos en que la 
actuación administrativa se haya iniciado 
en virtud de disposiciones dictadas en de-
sarrollo de estados de excepción”. 

2.2. Sobre la graduación de la sanción, 
este Despacho ha señalado los siguiente: 

“SANCIÓN ADMINISTRATIVA. PODER PU-
NITIVO 

2.1. Naturaleza y finalidad de las normas 
que consagran sanciones administrativas. 

Siguiendo los criterios definidos por la 
Corte Constitucional para determinar la 
naturaleza jurídica de una sanción4 debe 
concluirse que la sanción de la ley 66 de 
1968 es de carácter administrativo, en tan-
to, desde su concepción el órgano com-
petente para imponerla era y sigue sien-
do de carácter administrativo; la finalidad 
de la norma es claramente persuasiva o 
disuasiva y preventiva; está dirigida a las 
personas que realizan actividades en las 
que está prevista la intervención del Esta-
do relacionadas con la vivienda para con-
minarlas al cumplimiento de las órdenes 
o requerimientos que se expidan en uso 
de las facultades de inspección, vigilancia 
y control que se ejercen a través de las au-
toridades municipales o Distritales. 

2.2. Principio de legalidad y tipicidad de 
las normas sancionatorias. 

Al margen de la discusión sobre la inde-
pendencia del derecho administrativo 
sancionador frente al derecho penal, a la 
cual se ha dedicado gran parte de la doc-
trina nacional y extranjera5 la Sala anali-
zará la sanción contenida en la ley 66 de 
1968 y las normas que la modifican y re-
glamentan, a partir de su naturaleza ju-
rídica y de las reglas fijadas por la Corte 
Constitucional respecto de la aplicación 
de los principios de reserva legal y tipici-
dad frente a la potestad administrativa 
sancionadora. 

En efecto, dicha Corporación en senten-
cia C-921-01 precisó el alcance del princi-
pio de legalidad frente a la potestad san-
cionadora de la administración al señalar 
que si bien es cierto, el artículo 29 de la 
Carta prevé que éste rige tanto las actua-
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ciones judiciales como las administrativas 
y está integrado, a su vez, por otros dos 
principios: el de reserva legal y el de tipici-
dad, también lo es, que en materia admi-
nistrativa se predica una mayor flexibili-
dad en su aplicación que la atribuida a los 
mismos principios en el derecho penal. 

Dijo la Corte en la sentencia en comento: 

“El principio de legalidad que rige tan-
to las actuaciones judiciales como las ad-
ministrativas, está integrado, a su vez, por 
otros dos principios: el de reserva legal y 
el de tipicidad. De conformidad con el pri-
mero sólo el legislador está constitucio-
nalmente autorizado para consagrar con-
ductas infractoras de carácter delictivo, 
contravencional o correccional, establecer 
penas restrictivas de la libertad o sancio-
nes de carácter administrativo o discipli-
nario, y fijar los procedimientos penales o 
administrativos que han de seguirse para 
efectos de su imposición. De acuerdo con 
el segundo, el legislador está obligado a 
describir la conducta o comportamiento 
que se considera ilegal o ilícito, en la for-
ma más clara y precisa posible, de modo 
que no quede duda alguna sobre el acto, 
el hecho, la omisión o la prohibición que 
da lugar a sanción de carácter penal o dis-
ciplinario. 

Igualmente, debe predeterminar la san-
ción indicando todos aquellos aspectos 
relativos a ella, esto es, la clase, el término, 
la cuantía, o el mínimo y el máximo den-
tro del cual ella puede fijarse, la autoridad 
competente para imponerla y el procedi-
miento que ha de seguirse para su impo-
sición. Así las cosas, “el principio de reser-
va legal, implica en el Estado democrático 
de derecho, que él único facultado para 
producir normas de carácter penal es el 
legislador, pues además de ser esa su fun-
ción natural en desarrollo del principio de 
división de poderes, en él se radica la re-
presentación popular, la cual es esencial 
en la elaboración de todas las leyes, pero 

muy especialmente en las de carácter pe-
nal. 

Los principios que rigen en materia penal 
no son aplicables con la misma rigidez y 
rigurosidad al proceso administrativo dis-
ciplinario, de ahí que la Corte haya seña-
lado en reiterada jurisprudencia, que los 
principios que rigen el derecho penal son 
aplicables mutatis mutandi (sic) al dere-
cho disciplinario, lo cual encuentra justi-
ficación en la naturaleza y fines de uno y 
otro. “La no total aplicabilidad de las ga-
rantías del derecho penal al campo admi-
nistrativo obedece a que mientras en el 
primero se protege el orden social en abs-
tracto y su ejercicio persigue fines retribu-
tivos, preventivos y resocializadores, la po-
testad sancionatoria de la administración 
se orienta más a la propia protección de 
su organización y funcionamiento, lo cual 
en ocasiones justifica la aplicación restrin-
gida de estas garantías -quedando a sal-
vo su núcleo esencial en función de la im-
portancia del interés público amenazado 
o desconocido”. 

A partir de los parámetros señalados por 
la Corte Constitucional al revisar la cons-
titucionalidad de las normas sancionato-
rias de carácter administrativo, puede la 
Sala concluir que: 

De conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 29 de la Constitución es al legisla-
dor a quien le compete definir la tipici-
dad de las conductas constitutivas de una 
sanción administrativa, por lo tanto, no es 
posible que la administración, so pretexto 
de aplicar la norma modifique elementos 
esenciales del tipo y por esta vía agrave la 
sanción prevista por el legislador. 

La flexibilidad en la aplicación del prin-
cipio de legalidad es posible siempre y 
cuando se garanticen los derechos funda-
mentales y se brinde seguridad jurídica al 
administrado, pues tal y como lo afirma el 
tratadista español Alejandro Nieto en su 
obra “Derecho Administrativo Sanciona-
dor”: 
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“La suficiencia de la tipificación es, en de-
finitiva, una exigencia de la seguridad ju-
rídica y se concreta, ya que no en la cer-
teza absoluta, en la predicción razonable 
de las consecuencias jurídicas de la con-
ducta. A la vista de la norma debe saber 
el ciudadano que su conducta constituye 
infracción, y, además, debe conocer tam-
bién cuál es la respuesta punitiva que a tal 
infracción depara el Ordenamiento. 

O, dicho con otras palabras: la tipificación 
es suficiente cuando consta en la norma 
una predeterminación inteligible de la in-
fracción, de la sanción y de la correlación 
entre la una y la otra”. 

El principio de tipicidad a través del cual 
se garantiza la seguridad jurídica a los ad-
ministrados se cumple en la medida en 
que el legislador defina los aspectos esen-
ciales de la norma sancionatoria, es decir, 
que sea éste el que defina el sujeto activo, 
describa nítidamente la conducta y defi-
na la sanción. 

La conducta y la sanción deben tener una 
relación proporcional y razonada de tal 
manera que conmine a los particulares a 
cumplir la ley para hacer efectivo los de-
rechos y el interés público protegido en la 
disposición de que se trate. (…)”.   

Conforme a lo anterior, se reitera que por 
virtud del principio de tipicidad debe de-
terminarse la conducta y la sanción a im-
poner de acuerdo con la infracción cam-
biaria cometida, y solo quien tiene a cargo 
la atribución de imponer una sanción, tie-
ne el deber legal de observar otros prin-
cipios tales como la proporcionalidad y 
la razonabilidad en su imposición, por lo 
que lo indicado por esta entidad relacio-
nado con el porcentaje del 4% al que alu-
de su comunicación, no constituye la base 
fundamental para fijar el monto de la san-
ción, toda vez que como se explicó, dicho 
monto fue determinado por el artículo 
tercero del Decreto 1746 de 1991, tomando 
como base el monto total de la operación. 

 

https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-191807_DE_2021.pdf
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OFICIO 220-244993 DEL 24 DE DICIEMBRE DE 2021  

 
DOCTRINA:  
LA SUPERINTENDENCIA DE 
SOCIEDADES NO TIENE COMPETENCIA 
PARA REALIZAR LA VALIDACIÓN 
DE ACUERDOS CELEBRADOS EN 
VIRTUD DEL PROCEDIMIENTO DE 
RECUPERACIÓN EMPRESARIAL ANTE 
LA CÁMARA DE COMERCIO, DE LOS 
SUJETOS SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 
3 DE LA LEY 1116 DE 2006 

PLANTEAMIENTO:  

“1. La aclaración del oficio 220-099055 del 
27 de junio de 2020 y del Abecé del régi-
men de rescate empresarial Decreto Ley 
560 de 2020, en el sentido de señalar que 
el Trámite de validación judicial expedito 
Procedimiento de recuperación empresa-
rial ante las cámaras de comercio y regu-
lado en el artículo 11 del Decreto 842 del 
2020, sí es aplicable a los sujetos excluidos 
en virtud del parágrafo del artículo 3° del 
mismo Decreto que dispone Los Jueces 
Civiles del Circuito, además, tendrán com-
petencia en los trámites de validación ju-
dicial de los sujetos señalados en el artícu-
lo 3 de Ley 1116 de 2006”. 

2. “En caso llegar a una conclusión dife-
rente solicito, además, que se indiquen 
las razones de hecho y de derecho que lle-
van a la Superintendencia de Sociedades 
a concluir que el Trámite de validación ex-
pedito no resulta aplicable a los sujetos 
excluidos de la Ley 1116 del 2006”.  

POSICIÓN DOCTRINAL:

En primer lugar, es preciso señalar que el 
artículo 9° del Decreto Legislativo 560 de 
2020, en torno al procedimiento de recu-
peración empresarial en las cámaras de 
comercio, establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 9. PROCEDIMIENTOS DE RE-
CUPERACIÓN EMPRESARIAL EN LAS CÁ-
MARAS DE COMERCIO. Con la finalidad 
de tener mayor capacidad y cobertura y 
así atender a los deudores afectados por 
las causas que motivaron la declaratoria 
del Estado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica de que trata el Decreto 
417 del 17 de marzo de 2020, la cámara de 
comercio con jurisdicción territorial en el 
domicilio del deudor, a través de su centro 
de conciliación o directamente, a través 
de mediación y con la participación de un 
mediador de la lista que elabore para el 
efecto, podrá adelantar procedimientos 
de recuperación empresarial para su pos-
terior validación judicial, respecto de los 
deudores sujetos al régimen de insolven-
cia previsto en la Ley 1116 de 2006 y las per-
sonas excluidas del régimen de insolven-
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cia relacionadas en el artículo 3 del mismo 
régimen, siempre que no esté sujetas de 
manera obligatoria a un régimen especial 
de recuperación de negocios o no tengan 
un régimen de recuperación. 

(…) 

Una vez culminada la mediación con la 
celebración del acuerdo, este podrá ser 
presentado a una validación ante el Juez 
del Concurso o ante los jueces civiles del 
circuito en el caso de los sujetos de que 
trata el artículo 3 de la Ley 1116 de 2006”. 

(…) 

El Gobierno nacional reglamentará la ma-
teria a efectos de establecer un trámite ex-
pedito de validación, según la competen-
cia, con el propósito de verificar la legali-
dad del acuerdo y que sea de obligatorio 
cumplimiento para todos los acreedores, 
incluyendo a los ausentes y disidentes. 

(…)”.  

Por su parte, el artículo 3 del Decreto 842 
de 2020, (Por el cual se reglamenta el De-
creto Legislativo 560 del 15 de abril de 
2020, a fin de atender los efectos de la 
Emergencia Económica, Social y Ecológi-
ca en el sector empresarial), señala lo si-
guiente: 

“ARTÍCULO 3. Sujetos del procedimien-
to de recuperación empresarial en las cá-
maras de comercio. Podrán acudir al pro-
cedimiento de recuperación empresarial 
previsto en el Decreto Legislativo 560 del 
15 de abril de 2020, las personas natura-
les comerciantes, las personas jurídicas 
excluidas y no excluidas del régimen de 
insolvencia empresarial establecido en la 
Ley 1116 de 2006, las sucursales de socie-
dades extranjeras y los patrimonios autó-
nomos afectos a la realización de activida-
des empresariales, siempre que no estén 
sujetos de manera obligatoria a un régi-
men especial de recuperación de nego-
cios o no tengan un régimen de recupe-

ración específico. Lo anterior, sin perjuicio 
de las medidas administrativas de toma 
de posesión o intervención para adminis-
trar o liquidar que pueden adoptar las au-
toridades de inspección, vigilancia y con-
trol, en ejercicio de sus facultades legales. 

PARÁGRAFO. La Superintendencia de So-
ciedades y los Jueces Civiles del Circui-
to tendrán la competencia en los trámi-
tes de validación judicial de conformidad 
con la Ley 1116 de 2006. Los Jueces Civiles 
del Circuito, además, tendrán competen-
cia en los trámites de validación judicial 
de los sujetos señalados en el artículo 3 de 
Ley 1116 de 2006 y que no estén sujetos a 
un régimen especial de recuperación de 
negocios o no tengan un régimen de re-
cuperación específico, en los términos del 
artículo 9 del Decreto Legislativo 560 del 
15 de abril de 2020”. 

Ahora, en el literal B del numeral 2 del Ofi-
cio 220- 099055 del 27 de junio de 2020, se 
indicó lo siguiente: 

“Recientemente, se expidió el Decreto Ley 
842 del 13 de junio 2020, el cual, sobre la 
materia, en el artículo 1 dispuso lo siguien-
te: 

“ARTÍCULO 1. Sujetos de la aplicación de 
los mecanismos extraordinarios de salva-
mento y recuperación. Todos los deudores 
afectados por las causas que motivaron la 
declaratoria del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica podrán ser 
sujetos de los mecanismos extraordina-
rios de salvamento y recuperación, obser-
vando las reglas de competencia aplica-
ble para cada uno. Para los deudores que 
soliciten la admisión a un nuevo proceso, 
procedimiento o trámite, se deberá apor-
tar con la solicitud de admisión, una de-
claración de afectación en la memoria de 
la crisis de que trata el artículo 13 de la Ley 
1116 de 2006, en la que se afirme y susten-
te dicha afectación. Para los deudores que 
se encuentren en trámite o en ejecución 
de cualquier acuerdo de reorganización, 
la afectación deberá ser afirmada y sus-
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tentada en el evento en el que se vaya a 
implementar alguno de los mecanismos 
o herramientas establecidos como conse-
cuencia de la crisis del Covid-19”. 

Para concluir es preciso señalar que las 
disposiciones contenidas en el Decreto 
Legislativo 560 de 2020, le aplicarán a los 
deudores sujetos al Régimen de Insolven-
cia previsto en la Ley 1116 de 2006, es decir, 
las personas naturales comerciantes y las 
jurídicas no excluidas de la aplicación del 
mismo, sucursales de sociedades extran-
jeras y los patrimonios autónomos afec-
tos a la realización de actividades empre-
sariales, que se hayan visto afectadas por 
la crisis empresarial generada por el Coro-
navirus Covid-19. 

Ahora bien, para el procedimiento de re-
cuperación empresarial en las Cámaras 
de Comercio, podrán acceder quienes es-
tén sujetos al Régimen de Insolvencia y 
sujetos excluidos, siempre que no estén 
obligados a un régimen especial de recu-
peración de negocios.  

No obstante, el proceso de validación ju-
dicial no estará disponible para los suje-
tos que están excluidos del Régimen de 
Insolvencia, ante la Superintendencia de 
Sociedades o el Juez Civil del Circuito”. 

Con base en lo expuesto, es posible reali-
zar las siguientes conclusiones: 

•	 La Superintendencia de Sociedades y 
los Jueces Civiles del Circuito tendrán 
la competencia en los trámites de vali-
dación judicial de conformidad con la 
Ley 1116 de 2006, de los acuerdos cele-
brados en virtud del procedimiento de 
recuperación empresarial ante las cá-
maras de comercio. 

•	 Los Jueces Civiles del Circuito, ade-
más, tendrán competencia para la va-
lidación judicial de los acuerdos cele-
brados en virtud del procedimiento de 
recuperación empresarial ante las cá-
maras de comercio, de los sujetos se-

ñalados en el artículo 3 de Ley 1116 de 
2006 y que no estén sujetos a un régi-
men especial de recuperación de ne-
gocios o no tengan un régimen de re-
cuperación específico, en los términos 
del artículo 9 del Decreto Legislativo 
560 del 15 de abril de 2020. 

•	 Por tanto, la Superintendencia de So-
ciedades no tiene competencia para 
conocer de la validación judicial de los 
acuerdos celebrados en virtud del pro-
cedimiento de recuperación empresa-
rial ante las cámaras de comercio, de 
los sujetos señalados en el artículo 3 
de Ley 1116 de 2006. 

•	 El aparte que señala: “No obstante, el 
proceso de validación judicial no esta-
rá disponible para los sujetos que es-
tán excluidos del Régimen de Insol-
vencia, ante la Superintendencia de 
Sociedades o el Juez Civil del Circuito.”, 
del Oficio 220- 099055 del 27 de junio 
de 2020, así como del Abecé del Régi-
men de Rescate Empresarial - Decre-
to 560 de 2020 emitido por la Super-
intendencia de Sociedades, ha de en-
tenderse dentro del contexto de las 
competencias precisadas en las ante-
riores conclusiones. 

Conforme a las conclusiones anotadas 
no resulta necesario hacer un pronuncia-
miento sobre la segunda solicitud. 

https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-244993_DE_2021.pdf
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OFICIO 220-245291 DEL 28 DE DICIEMBRE DE 2021   

 
DOCTRINA:  
REPOSICIÓN DEL APORTE  

PLANTEAMIENTO:  

“1. ¿Para poder realizar la reposición de 
aportes es necesario tener un mínimo de 
pérdidas?” 

“2. ¿Para hacer uso de la figura de reposi-
ción de aportes es necesario realizar una 
reforma estatutaria?” 

“3. De ser afirmativa la respuesta anterior, 
ante la modificación del contrato social 
¿Los socios quedarían obligados a siem-
pre reponer los aportes de su capital?” 

POSICIÓN DOCTRINAL:

En primer lugar, la reposición de aportes 
fue prevista por el legislador en el artícu-
lo 123 del Código de Comercio, en los si-
guientes términos: “Ningún asociado po-
drá ser obligado a aumentar o reponer su 
aporte si dicha obligación no se estipula 
expresamente en el contrato”. 

Como puede verse, la figura de la repo-
sición del aporte es presentada por la ley 
como independiente a la del aumento de 
capital y se trata de aquella medida que 
busca recobrar el valor económico de los 
aportes efectuados al capital social, dismi-
nuido como consecuencia de las pérdidas 
sociales, que han llevado a que el patrimo-
nio refleje un valor menor al del capital. 

La reposición del aporte cumple su finali-
dad siempre que se pretenda restablecer 
el valor económico inicial del aporte, inde-

pendientemente del tamaño de las pérdi-
das del ejercicio. 

En punto a este aspecto, cabe transcribir 
algunos apartes de lo dicho por esta Ofici-
na en el oficio 220-177553 del 5 de diciem-
bre de 2012: 

“(…) 

3. Los recursos que ingresan a la compa-
ñía son recursos de capital o generadores 
del mismo, por tal razón no pueden ser 
pasivos en contra de los accionistas some-
tidos a plazo o condición, ni tampoco res-
ponder a compensaciones con acreencias 
a favor de los asociados. Cuando el apor-
te se ha perdido y los socios, sea porque 
lo han dispuesto así los estatutos, o sea 
porque existe una manifestación expresa 
de asentimiento con la reposición, quie-
ren mantener el valor de su aportación, el 
contenido económico de la misma debe 
consistir así mismo en una inyección de 
recursos efectivos, concreta y actual, con 
los cuales la compañía pueda encausar su 
rumbo y aprovechar los recursos que re-
cibe en la generación de riqueza, que le 
permita retribuir con el restablecimiento 
del patrimonio el esfuerzo que los socios 
están haciendo. No se trata en este caso 
de un ajuste contable sino de un ingreso 
efectivo para la compañía sea en dinero o 
sea en especie. En este último caso, la re-
posición en especie debe seguir las mis-
mas reglas del aporte con tales caracte-
rísticas, esto es, debidamente valorado y 
aprobada su valuación por el máximo ór-
gano social, con las responsabilidades 
que esta aprobación comunica a quienes 
la impartan. En consecuencia, la reposi-
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ción no es dable realizarla con créditos, 
compensaciones, sometida a condiciones 
o a plazos. 

4. Solamente hasta el monto perdido, 
para lograr equilibrio entre patrimonio y 
capital. Por tratarse de una figura autóno-
ma su finalidad es la de mantener la apor-
tación realizada, por lo que los socios no 
van a recibir nuevas acciones sino simple-
mente a mantener el valor de las que tie-
nen en su poder. Una vez logrado el pro-
pósito, esto es que como consecuencia 
de la reposición el capital equipare al pa-
trimonio social, ninguna suma adicional 
puede someterse al trámite de reposición 
sino al de aumento de capital, según las 
reglas propias de cada sociedad (…)”. 

Respuesta a la segunda inquietud: 

Según lo expuesto en el punto anterior, la 
reposición del aporte no coincide con el 
aumento del capital social que sí compor-
ta una reforma estatutaria, en los térmi-
nos del artículo 122 del Código de Comer-
cio, que al respecto dispone: “El capital so-
cial será fijado de manera precisa, pero 
podrá aumentarse o disminuirse en vir-
tud de la correspondiente reforma estatu-
taria, aprobada y formalizada conforme a 
la ley. (…)”. 

El aporte se repone para recuperar su va-
lor disminuido por cuenta de las pérdidas 
del ejercicio social y no supone la creación 
de nuevas unidades en las que se encuen-
tre dividido el capital social. 

Sin perjuicio de lo anterior, se debe recor-
dar que ningún asociado podrá ser obli-
gado a reponer su aporte si dicha obliga-
ción no se estipula expresamente en el 
contrato. 

Respuesta a la tercera inquietud: 

 

Pese a que la reposición del aporte no 
comporta una reforma estatutaria, en el 
evento de pactarse en los estatutos so-
ciales, obligaría a los socios a reponer su 
aporte en los términos del artículo 123 del 
Código de Comercio. 

Del mismo modo, debe tenerse en cuen-
ta que, si la obligación está consagrada en 
los estatutos, queda en manos de los ad-
ministradores hacer exigible la obligación 
pactada. 

Pero si no existe una cláusula en tal sen-
tido, los asociados pueden con posterio-
ridad asentir en reponer su aporte, no 
como decisión de órgano sino como un 
acto voluntario individual que deberá ser 
informado a los administradores para que 
adelanten las gestiones necesarias a de-
terminar el monto y el contenido de la re-
posición. 

https://www.supersociedades.gov.co/nuestra_entidad/normatividad/normatividad_conceptos_juridicos/OFICIO_220-245291_DE_2021.pdf
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